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Razones para una Justicia Penal Juvenil
1.1.- FUNDAMENTO HISTÓRICO:

Los que pisan el umbral de la vida se juntan hoy para dar una lección a los que se acercan a las puertas del sepulcro. La fiesta que presenciamos tiene mucho de patriotismo y algo de ironía: el niño quiere rescatar con el oro lo que el hombre no supo defender con el hierro.

Los viejos deben temblar ante los niños, porque la generación que se levanta es siempre acusadora y Juez de la generación que desciende. De aquí, de estos grupos alegres y bulliciosos, saldrá el pensador austero y taciturno; de aquí, el poeta que fulmine las estrofas de acero retemplado; de aquí, el historiador que marque la frente del culpable con un sello de indeleble ignominia. (DISCURSO EN EL POLITEAMA 1888, Manuel Gonzáles Prada, Páginas Libres, 1894).

1.2.- FUNDAMENTO DEMOCRATICO:

Según datos de los Censos Nacionales 2007, en el Perú habitan 27.4 millones de personas. El 37% de esta población está conformado por niños, niñas y adolescentes de 0 a 17 años (10´012,730). Alrededor del 60% de ellos vive en condición de pobreza.

El papel de los Medios de comunicación
Todo fue posible porque tiranos y ladrones contaron con el silencio o el aplauso de una prensa cobarde, venal o cortesana (Gonzáles Prada).

La prensa debe cumplir tres funciones: a) Informar objetivamente; b) Formar (contribuir al desarrollo integral de las personas; y c) Brindar sano esparcimiento.

Un ejemplo a seguir: la Corte Constitucional colombiana protege los Derechos de los niños
El anterior Código del Menor - Decreto 2737 de 1989: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar: sanciona a los medios de comunicación escritos que a la hora de hacer sus respectivas trasmisiones o publicaciones atentaran contra la integridad moral, psíquica o física de niñas, niños y adolescentes: multa de tres (3) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales.

En el mes de julio de 2008 se presentó demanda de inconstitucionalidad ante la Corte Constitucional en contra de la Ley de Infancia y Adolescencia (Ley 1098 de 2006), puesto que existía en la ley un vicio de inconstitucionalidad por la omisión legislativa referida. La Corte, a través de la sentencia C-442 de 2.009 reconoció que en la Ley de Infancia y Adolescencia (Ley 1098 de 2006), existe una omisión legislativa absoluta, frente a la ausencia del procedimiento para hacer efectiva la responsabilidad de los medios de comunicación frente a la vulneración de los derechos fundamentales de las niñas, niños y adolescentes. Exhortó al Congreso de la República para que expida en el menor tiempo posible una regulación integral, con fundamento en las obligaciones constitucionales e internacionales del Estado, en materia de protección efectiva de los niños, niñas y adolescentes.

Según la Convención sobre los Derechos del Niño: Sobre la prensa. Artículo 17: Los Estados… e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas para proteger al niño contra toda información y material perjudicial para su bienestar, teniendo en cuenta las disposiciones de los artículos 13 y 18. En el Perú existe omisión legislativa de la norma supranacional, configurándose una inconstitucionalidad por omisión.

 Evolución histórica de la Justicia Penal Juvenil
Primera  etapa (la Escuela clásica): “modelo  punitivo  o  penitenciario”  que consideraba a los niños como “adultos en miniatura”. Eran sometidos  a las  mismas reglas que  los  adultos, si era  reconocido   culpable  se  le condenaba, siendo su máxima  expresión de benignidad  concederles una atenuación  de las penas. 

Finales del siglo XIX y principios del siglo XX: “modelo de protección” promovido por los movimientos filantrópicos norteamericanos. Se consideraba al niño una víctima a la que había que proteger. Merecedoras de protección todas aquellas situaciones denominadas irregulares”: niños moralmente abandonados, en situaciones  de riesgo, infractores a la ley penal, etc. 

A mediados de los años 50, como consecuencia del Estado del Bienestar (Welfare State)  algunos países europeos optaron por un modelo educativo de justicia juvenil. 

Los nuevos  instrumentos supranacionales relativos a la  justicia juvenil  y la Convención de  los  Derechos  del  Niño, consiguen que los Estados realicen  una serie de reformas que cuestionan el modelo de protección: Los niños dejan de ser víctimas inocentes necesitadas de protección  por los adultos, y pasan a ser considerados “sujetos titulares  de derechos”. Surge el modelo de responsabilidad, que  se va a  caracterizar  por el reforzamiento de la posición  legal del niño, produciéndose un acercamiento a la justicia penal de los adultos, en lo que al reconocimiento de derechos y garantías se refiere.

La Justicia Penal Juvenil y el interés superior del niño según la doctrina especializada
5.1.- El interés superior del Niño en el marco de la Convención sobre Derechos del Niño (Miguel Cillero).

La única interpretación posible del principio del interés superior del niño es identificar este interés con sus derechos reconocidos en la Convención, e incluso en aplicación de este principio la protección de los derechos del niño prima por sobre cualquier consideración cultural que pueda afectarlos. Dos  aspectos fundamentales: a) como principio garantista; y b) como satisfacción de sus derechos.

El Artículo 3.1 de la Convención es un límite a la discrecionalidad de las autoridades. La citada disposición constituye un "principio" que obliga a diversas autoridades e, incluso, a instituciones privadas a estimar el "interés superior del niño" como una consideración primordial para el ejercicio de sus atribuciones, mas que un interés socialmente valioso, los niños tienen derechos que deben ser respetados, y no conculcados.

5.2.- Los Adolescentes y el Sistema Penal. Mary Beloff.

Se enfatizan los aspectos de promoción y defensa de los derechos de los niños, para construir condiciones de vida que los pongan fuera de la posibilidad de ingresar a sistemas de responsabilidad por conductas infractoras de la ley penal.

El fundamento de un sistema penal especial es que los adolescentes infractores cuenten con algunos derechos extra, además de los que tienen todas las personas. La alternatividad y la excepcionalidad de la privación de libertad se establece asegurando que se trata de una medida de último recurso.

Los sistemas modernos acusatorios que garantizan los principios de oralidad y contradicción, tienen sistemas flexibles que permiten instancias conciliatorias al inicio y a lo largo de todo el proceso para intentar una solución. La justicia restaurativa tiene una relevancia enorme en la implementación exitosa de los nuevos sistemas de justicia para adolescentes.

Jurisprudencia internacional
6.1.- EXCEPCIONALIDAD DE LA PRISIÓN: CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS – Sentencia del 2 de septiembre de 2004. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay (caso Panchito López)

14 de agosto de 1996 al 25 de julio 2001: Violación de la Libertad Personal:

- Derivación de adolescentes a penitenciarías de adultos

- Estado generalizado de detención preventiva: 95% procesado, 5% sentenciado, El Estado violó los principios de excepcionalidad, determinación temporal, brevedad y ultima ratio que rigen la aplicación de la privación de libertad.

- Condiciones de hacinamiento, insalubridad y falta de capacitación del personal.

La Corte destaca que la prisión preventiva es la medida más severa que se le puede aplicar al imputado de un delito, motivo por el cual su aplicación debe tener un carácter excepcional, en virtud de que se encuentra limitada por el derecho a la presunción de inocencia, así como por los principios de necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrática. 

En el caso de privación de libertad de niños, atendiendo al interés superior del niño, la excepción de la prisión preventiva se debe aplicar con mayor rigurosidad, ya que la regla general debe ser la aplicación de medidas sustitutorias de la prisión preventiva. Dichas medidas pueden ser: la supervisión estricta, la custodia permanente, la asignación a una familia, el traslado a un hogar o a una institución educativa, así como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, los programas de enseñanza y formación profesional, y otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones.  

Cuando se estime que la prisión preventiva es procedente en el caso de niños, ésta debe aplicarse siempre durante el plazo más breve posible, tal como lo establece el artículo 37.b) de la Convención sobre los Derechos del Niño que dispone que los Estados Partes velarán porque: Ningún niño será privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda.

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional peruano: exp. N.º 03386-2009-PHC/TC: otra oportunidad perdida
Con fecha 23 de abril de 2009, la demandante interpone demanda de hábeas corpus a favor su hija adolescente E.M.C.A., contra el juez del Juzgado Mixto del Módulo Básico de Justicia del Distrito La Esperanza, Provincia de Trujillo, por vulneración de sus derechos al debido proceso, a la tutela procesal efectiva y de defensa. 

El juez demandado dispone la medida de internamiento preventivo contra E.M.C.A. por su presunta autoría en el robo de un vehículo de taxi, el juez determinó que el internamiento preventivo sea cumplido en la ciudad de Lima, confirmada por la Primera Sala Superior Especializada en lo Civil de la Corte Superior de Justicia de La Libertad. 

La resolución ha sido emitida sin tomar en cuenta: a) La adolescente tiene catorce años de edad, estudiante del tercer año de secundaria (Art. 9 de la Convención. Derecho a no ser separado de sus padres); b) Sin antecedentes (no se toma en cuenta la vida del niño antes de la conducta punible, Tribunal Superior de Casación Penal Voto 591-F-97),  c) Tiene domicilio conocido en la ciudad de Trujillo (No se cumple los requisitos del internamiento); d) No hubo flagrancia abordó el taxi sin saber que era robado, cuando fue intervenida por la Policía (No privación  de libertad ilegal o arbitraria, Art. 37 de la Convención; presunción de inocencia, Reglas de Beijin 7.1): e) A la presentación de la demanda HC, habían transcurrido doce días sin que se haya tomado las declaraciones de su hija (se viola el Art. 12 de la Convención: derecho a ser oído). 

Fundamento 32: Este Tribunal deberá ordenar a los jueces competentes que imparten justicia especializada en el niño y el adolescente se abstengan de imponer medidas de internamiento o medidas socioeducativas que impliquen el traslado del niño a una ciudad ajena a su domicilio y entorno familiar (principio de interpretación constitucional.

El Tribunal Constitucional declara fundada la demanda únicamente respecto al traslado e improcedente en lo demás, es decir, resolvió lo accesorio e inexplicablemente se olvidó de lo principal, a pesar que se violaba flagrantemente la Convención de los Derechos del Niño.

 Algunas ideas finales que no son conclusiones
8.1.- La concepción de la familia como una comunidad (sede de autorrealización y respeto), garantiza el pleno ejercicio y respeto de los derechos fundamentales de todos sus integrantes, quienes ya no serán considerados como objetos de protección sino como sujetos de derechos, en base a la publicización de las relaciones entre padres e hijos, en aplicación de los tratados internacionales sobre derechos humanos, en especial la Convención de los Derechos del Niño.

8.2.- Los medios de comunicación tiene un rol fundamental para contribuir en la formación integral de los niños y adolescentes. Si difunden contenidos que deforman la conciencia e inducen a la comisión de actos antisociales, deben ser sancionados.

8.3.- Un nuevo modelo de justicia penal juvenil presupone la responsabilidad de todos los actores sociales: a) El Estado debe tener políticas eficaces (si no las tiene es responsable); b) La Familia debe hacerse cargo de los niños que trae al mundo; y c) Los adolescentes son responsables por los ilícitos que cometen (se descarta inimputabilidad).

8.4.- El juez del niño y el adolescente tiene que asumir que la medida de privación de la libertad es una medida de último recurso, y por consiguiente, deberá considerar sustituir esta sanción por una menos drástica que sea conveniente, siempre complementado con órdenes de orientación y supervisión.
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